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LA FICCIÓN DE LA OBLIGATORIEDAD EN LA CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL EN PERÚ 
Karen Iris Ruiz de Varillas  
Resumen 
Esta investigación tiene como objetivo determinar el alcance de la Ficción de la 
obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial en Perú y de este modo saber si con una 
posible modificación de la Ley de Conciliación Extrajudicial se lograría limitarla. Esta 
investigación fue no experimental, cualitativa/descriptiva de tipo propositivo. Por ello se 
hizo una extensa búsqueda de la bibliografía, así como también se compararon leyes 
extranjeras; además se realizaron unas encuestas tanto a abogados especialistas en civil, 
concretamente a una muestra de 39, como a jueces especializados en lo civil, en este caso 
la muestra fue de 19. Los datos recabados fueron procesados en el programa estadístico 
SPSS y se les aplicó la prueba de probabilidad exacta de Fisher, obteniendo una p<0.05, es 
decir, el resultado fue estadísticamente significativo de modo que se puede afirmar que 
existe dependencia entre la Ficción de la Obligatoriedad en la Conciliación Extrajudicial y 
una modificación en la Ley de Conciliación Extrajudicial. Esto implica que ampliando los 
lugares a los que se puede notificar al invitado, se puede prevenir que la obligatoriedad de 
la Conciliación Extrajudicial se vuelva una mera ficción. 
Palabras Clave: Conciliación Extrajudicial, Obligatoriedad 
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THE OBLIGATORINESS’ FICTION IN THE EXTRAJUDICIAL CONCILIATION 
IN PERÚ 
 
Abstract 
The following research has as main objective to determinate the reach of the 
Extrajudicial Conciliation’s Obligatoriness Fiction in Peru in order to established if a 
modification in the Extrajudicial Conciliation’s Law might stop that fiction. This research 
was non-experimental, descriptive and propositive. That’s why We have made a wide 
bibliography research and also We have compare different countries’ laws; besides of that 
We have executed some inquests to 39 attorneys in law who are specialized in Civil Law, 
and some other inquests to 19 Judges who are also specialized in Civil Law. We have use 
the SPSS statistic program to analyzed the results. We have obtained a p<0.05 so the results 
were statistically significant. That’s why we have concluded that the Extrajudicial 
Conciliation’s Obligatoriness can be limited by a modification in the Extrajudicial 
Conciliation’s law just by adding some more options to the places where we can notify he 
guest.  
Key Words: Extrajudicial Conciliation, Obligatoriness 
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I INTRODUCCIÓN 
 
1.1 Realidad Problemática 
     1.1.1 En el Mundo 
              Es muy común escuchar la afirmación que señala que el conflicto es inherente al 
ser humano. No obstante, también es común que las personas tengamos la falsa creencia de 
que el conflicto es algo negativo y nada más lejos de la realidad pues la existencia del 
conflicto supone la oportunidad de un cambio positivo. (Díaz Honores, 2017) 
Por esto es muy alentador leer las palabras de la española Caireta (2005) quien expresa: 
El conflicto no se puede erradicar de la persona. Así pues, hay que positivarlo y verlo como 
una oportunidad. No obstante, hay que tener claro que esto no será algo sencillo, es por esto 
que debemos volvernos expertos en el conflicto siendo creativos y evitando confrontaciones 
negativas. 
Esta afirmación está destinada a promover la famosa cultura de paz que tanto se está 
pretendiendo instaurar a día de hoy a nivel global.  
Es importante señalar que esta cultura de paz, como se explicaba en líneas anteriores, 
pretende abordar el conflicto de una forma creativa y no violenta. Y es que cuando surge un 
conflicto estamos acostumbrados a llevarlo o bien por la vía de la violencia, o bien por la vía 
judicial, que no deja de ser violenta desde el punto de vista psicológico.  
Para dejar atrás ello, surgen los llamados Mecanismos Alternativos de Resolución de 
Conflictos (MARC’s) también conocidos como Alternative Dispute Resolution (ADR). Y al 
decir surgen, en realidad se peca un poquito de faltar a la verdad ya que, si bien los conflictos 
existen desde que existe el ser humano, también existirán desde la misma época las formas 
pacíficas de resolver el conflicto. En este sentido Morán (s.f.) nos ilustra de la siguiente 
manera: 
Históricamente en la cultura europea, durante la etapa identificada como 
cristiandad medieval, que abarcó desde la consolidación del Imperio romano 
cristiano a los albores de la Edad Moderna, el Romano Pontífice ha ejercido 
con frecuencia el papel de mediador, conciliador y arbitro de disputas y 
conflictos surgidos entre los distintos reinos y monarcas que integraban el 
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orbe cristiano. Un papel de árbitro y mediador avalado por su reconocida 
autoridad moral en la Europa cristiana y asentado en el paradigma del poder 
pontificio. (p.p. 14-30) 
Un ejemplo más actual de esta cultura de paz, y de los mecanismos alternativos de resolución 
de conflictos nos lo da, a través de su columna en el periódico español El País, el famoso 
Mario Soares (2010) quien fue primer ministro y presidente de Portugal; y explica: 
Que el presidente de los Estados Unidos logró algo grandioso que cabe recalcar, un acuerdo 
en contra de crear armas atómicas, al que accedieron China y Rusia. Este gran avance frenó 
significativamente a Irán en lo que a producción de armas atómicas respecta evitando así un 
mal a Oriente Próximo. 
Y es que si se analiza este proceder por parte del antiguo presidente de Estados Unidos se 
puede claramente observar una función conciliadora/colaborativa. 
Todo lo indicado líneas arriba demuestra la importancia de promover y salvaguardar las 
Medidas Alternativas de Resolución de Conflictos, entre ellas, la Conciliación Extrajudicial. 
Por este motivo es que los diferentes países a través de sus cuerpos normativos promueven 
y protegen la Conciliación Extrajudicial.  
Se observa pues, que la tendencia en muchos países consiste en dotar de un carácter 
obligatorio a la conciliación. 
Es por ello que, en el caso de Portugal, en lo que, a asuntos familiares, la Conciliación no es 
obligatoria, a diferencia de la Mediación: “En el marco del procedimiento de regulación del 
ejercicio de la responsabilidad parental, la mediación puede ser ordenada por el juez, siendo 
obligatoria la aceptación de los interesados.” (Red Judicial Europea, 2007) 
No obstante países como Perú y Colombia, recogen en su marco normativo a la Conciliación 
Extrajudicial como un requisito de Procedibilidad para poder plantear demandas en algunas 
materias. (Ley 640, 2001; y D.L. 1070, 2008) 
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    1.1.2 A nivel Nacional 
             Se sabe por lo descrito en el punto anterior que la Conciliación Extrajudicial en Perú 
está planteada con la intención de que ésta adquiera un carácter obligatorio. Sin embargo, lo 
que hasta el momento no se ha establecido es la intención del legislador al dotar a la 
Conciliación Extrajudicial de obligatoriedad. 
No es ninguna novedad saber que el Poder Judicial peruano tiene una gran carga procesal 
que se traduce en un estancamiento de los procesos. Basta con teclear “estancamiento del 
poder judicial” en nuestro buscador y son múltiples los resultados que aparecen. Cierto es 
que los diferentes resultados arrojan diferentes hipótesis en referencia a cuál es la causa de 
dicho estancamiento. 
Según el Diario El Comercio (2014) las huelgas del Poder Judicial serían las culpables de 
que miles de casos no sean resueltos en el tiempo estipulado lo que claramente supone un 
daño social.  
Por otro lado, desde el Instituto Bartolomé de las Casas (2009) señalan que estos problemas 
vienen propiciados por la corrupción que presuntamente existe en el Poder Judicial. 
Sea cual fuere el caso, lo que queda establecido es que los procesos judiciales no tienen la 
celeridad que debieran tener, y ello por supuesto, supone un incremento en el gasto en el que 
deben incurrir las partes. Es por esto que el mismo Poder Judicial se ve en la necesidad de 
disminuir o controlar de algún modo su carga procesal y es de este modo que la Conciliación 
Extrajudicial se torna como la vía de escape perfecta para lograr este cometido.  
Así pues, al darle el carácter obligatorio a la Conciliación Extrajudicial estipulando que ésta 
sea un requisito de procedibilidad al momento de interponer una demanda en determinadas 
materias, se logra desviar parte de la carga procesal para ir bajando el nivel de saturación 
que pueda estar sufriendo el Poder Judicial. 
A su vez, se mencionó anteriormente lo importante que es promover la Conciliación 
Extrajudicial con el fin de lograr una cultura de Paz. Lamentablemente no se puede aseverar 
que en Perú se haya difundido exitosamente ésta cultura de paz, sin ir más lejos, recién en el 
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2018 se ha aprobado el proyecto de ley que fomenta la cultura de paz en el currículo escolar. 
(El Comercio, 2018). En este orden de ideas se puede decir que son muchos los ciudadanos 
que desconocen lo que es La Conciliación Extrajudicial, en qué consiste y cuáles son sus 
ventajas. 
Por eso es muy apropiado lo que indica Díaz (2018) para Legis:  
La dación de la Ley 26872, que establece, en su artículo 6, que el proceso de 
conciliación es previo y OBLIGATORIO a un proceso judicial; no debe ser 
entendido como una fórmula, por sí misma, que lleve inmediatamente, a todas 
las personas involucradas en un conflicto, a solucionarlo vía la conciliación, 
sino como una estrategia que permita a la sociedad poder conocer la 
existencia y ventajas del proceso conciliatorio, a efectos que pueda 
identificarse con el mismo y pueda hacerse uso de este mecanismo sin 
necesidad de recurrir a la instancia judicial. 
La obligatoriedad tiene como fines en sí: la difusión de la conciliación y la 
posibilidad de cumplir una labor educativa que permita cambiar 
progresivamente una cultura litigiosa o pleitista por una cultura de diálogo y 
de paz. La facultatividad de la conciliación solo generaría un retraso en este 
proceso de cambio cultural, que debe buscar alcanzar sobre todo a las nuevas 
generaciones. 
De esta manera se puede entender que el interés del Estado en impulsar la Conciliación 
Extrajudicial es doble, por un lado, asegurar el Estado de Derecho quitando carga procesal 
al Poder Judicial, y por otro lado difundir una cultura de paz frente a una cultura pleitista. 
Se entiende pues, que la forma de impulsar la Conciliación Extrajudicial es defendiendo su 
carácter obligatorio por tanto surge la necesidad de analizar si el legislador cumple con el 
propósito o por el contrario la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial es una mera 
ficción. Así pues, este tema se tratará en el apartado 1.6.2. de la presente investigación. 
     1.1.3 A nivel Regional 
              Medina (2017), nos ilustra de la siguiente manera: 
En nuestro país en materia de conciliación a diferencia del Poder Judicial, 
cada provincia de cada departamento constituye un Distrito Conciliatorio 
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distinto, de conformidad con la Tercera Disposición Complementaria Final 
del Reglamento de la Ley de conciliación aprobado mediante Decreto 
Supremo 014-2008- JUS. 
La vigencia de la obligatoriedad del intento conciliatorio en los diferentes 
Distritos Conciliatorios en el territorio de nuestro país 
sera aprobado mediante Decreto Supremo, en atención a la 
Primera Disposición Complementaria Final, Modificatoria y Derogatoria del 
Decreto Legislativo 1070. 
Con lo que respecta a Piura se indican como distritos conciliatorios en donde la conciliación 
tiene carácter obligatorio a Piura, Sullana, y Talara. No obstante, no son los únicos lugares 
de Piura en donde se puede conciliar, como ejemplo de ello se puede observar a Paita.  
Mientras que Piura cuenta con Conciliación Extrajudicial obligatoria desde el 2010 y el 
distrito conciliatorio de Sullana desde el 2015, no ha sido hasta noviembre del 2018 que 
Talara se ha sumado a la lista de distritos conciliatorios con Conciliación Extrajudicial, 
siendo precisamente Talara el último distrito conciliatorio hasta la fecha que debe aplicar la 
obligatoriedad de la Conciliación extrajudicial. 
Cabe resaltar que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos si bien estableció que se 
aplique la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial en el distrito conciliatorio de 
Talara, también cumplió con dar las facilidades del caso a los talareños otorgándoles para 
ello un Centro de Conciliación Extrajudicial gratuito, tal y como informa Abad (2018) para 
Diario El Regional de Piura:  
Este servicio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ha entrado en 
funcionamiento esta semana y brindará atención a los talareños, 
especialmente a las personas de menores recursos económicos. 
“La conciliación extrajudicial forma parte de una serie de servicios que se 
ofrecen desde el Minjus, dedicados a brindar asesoría legal a los vecinos, en 
especial a las mujeres y niños cuyos derechos se encuentren vulnerados”, 
sostiene Fernández Prada. 
De esta manera se hace posible que los pobladores de Talara tengan un 
espacio al cual puedan acudir y ser atendidos de manera inmediata por 
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especialistas en derecho. “La solución de sus conflictos de forma pacífica y 
el acceso rápido a la justicia, son los principales beneficios que recibirá la 
población de Talara”, señaló. 
En el Centro de Conciliación Extrajudicial Gratuito los vecinos podrán 
solucionar sus conflictos en forma rápida y sin tener que iniciar un proceso 
judicial. Los problemas que pueden solucionar son de tipo civil y familiar, 
como por ejemplo: desalojo, pago de arrendamiento, indemnización, pago de 
deudas, incumplimiento de contrato, pensión de alimentos, régimen de visitas 
entre otros. 
Algo que nos parece muy interesante de lo aquí transcrito son los beneficios referentes a la 
Conciliación Extrajudicial, pues si bien ya se había hablado de la Conciliación Extrajudicial 
como una forma pacífica de resolver los conflictos, resulta muy interesante el punto referente 
al acceso rápido a la justicia. Y es interesante en el sentido de que se acostumbra a ver al 
proceso judicial como la única forma de acceder a la justicia cuando existen medios de 
acceso a la justicia, menos confrontativos, y por ende, menos nocivos, como es en este caso 
la Conciliación Extrajudicial. 
En concordancia con lo que se definió en el numeral anterior en referencia a la importancia 
de promover la Conciliación extrajudicial por lo que ésta implica, es bueno conocer la 
interesante noticia que Timaná (2017) a través de Noticias Piura 3.0 nos hace llegar: 
En Piura de las conciliaciones que llegan por familia más de un 50% culmina 
satisfactoriamente. 
Por todo esto que se describe, llama la atención leer noticias como la que Radio Uno (2018) 
nos da a conocer que existe un planteamiento para erradicar la obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial: 
La Dra. Jenny Díaz Honores expresa su rechazo a la medida de erradicar la Conciliación 
Extrajudicial y asevera que son varios los Conciliadores Extrajudiciales que se están 
agrupando en aras de expresar su rechazo a una medida del todo absurda que solo supondría 
el retraso de nuestra sociedad en la manera de resolver conflictos, así como descongestionar 
el sistema judicial que tanto daño a hecho a nuestra sociedad. Y que cabe decir muchos 
peruanos hemos perdido la fe en el mismo. 
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Por noticias tan nefastas como ésta es que consideramos tan importante regular 
adecuadamente y proteger la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial. Y es que en 
ningún caso puede ser viable tal aberración si además se tiene en consideración que la Sede 
Judicial de Piura es una sede judicial que soporta excesiva carga procesal. Que además los 
piuranos han perdido gran parte de su confianza en el sistema judicial piurano a causa del 
famoso caso del policía Miranda que está cumpliendo con un castigo de prisión preventiva 
por disparar a un delincuente, impuesto por un juez y fiscales piurano. En este mismo 
sentido, no sería el primer escándalo que asola a la ciudad de Piura y su sistema judicial, hay 
que recordar que, por ejemplo, se declaró en emergencia el distrito fiscal de Piura en el que 
no sólo fiscales se habían visto envueltos en casos de corrupción, sino también jueces. Tal 
como Zapata (2018) informó para el diario El Comercio.  
Este punto es indispensable al momento de juzgar las ventajas de la Conciliación 
Extrajudicial pues este proceso no da pie a los casos de corrupción en el sentido que son las 
partes las que deciden la solución al conflicto, y no un tercero que pueda o no ser corruptible. 
1.2 Antecedentes de Investigación 
     1.2.1 En el Mundo 
              La Conciliación como tal al igual que la mediación o la negociación (todos ellos 
Mecanismos Alternativos de Resolución de Conflictos), existe desde que los seres humanos 
se configuran como seres sociales pues siempre que los individuos interactúen existirá la 
posibilidad de que el conflicto surja, y es por el interés de mantener las relaciones sociales 
que el ser humano crea formas de resolver el conflicto, siendo la Conciliación una de ellas. 
(Díaz Honores, 2018) 
Esta noción es la que nos hace discrepar en parte con las palabras de Basadre (2000), 
mencionado por Pinedo (2003) en su tesis denominada: “La Conciliación Extrajudicial en el 
Perú: Análisis de la Ley 26872 y perspectivas de su eficacia como medio alternativo de 
resolución de conflictos”, Tesis para optar por el grado de licenciatura en derecho, en la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima-Perú, en donde se expresa que: 
Las personas tenemos una tendencia a resolver los problemas estableciendo la ley del más 
fuerte. Es decir que a través de la fuerza bruta y la violencia nos imponemos. Algo que no 
parece tener mucho sentido pues de ser así las mujeres nunca podrían haberse impuesto en 
ningún conflicto. 
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 Y es que estas palabras reducen al ser humano a algo menos que un animal que se mueve 
por impulsos y ni siquiera por instinto, dado que de ser cierto que se aplicaba como regla 
general la violencia, la subsistencia del ser humano no hubiera sido viable pues mal que nos 
pese a algunos, fisiológicamente hablando, el hombre promedio es más fuerte que la mujer 
promedio, de modo que, aplicando la ley del más fuerte, la mujer habría terminado por 
extinguirse y con ello el hombre también. Por eso en conciliación se emplea mucho el 
término “intereses”, en base a los intereses se resuelven las controversias, y por este principio 
es que se puede afirmar que la conciliación (tal vez una versión más rudimentaria) existe 
desde el principio de los tiempos.  
En concordancia con nuestra opinión Saña (2010) mencionado por Paris (2013) en su 
artículo: “Naturaleza Humana y Conflicto”, para la Universitat Jaume I, Castellón-España, 
expresa lo siguiente: 
La destructividad no es ni mucho menos la única opción de que el hombre 
dispone para enfrentarse a los problemas y desafíos de su existencia. También 
aquí la historia nos demuestra que en todas las civilizaciones, culturas y 
sociedades no ha faltado las personas y grupos que lejos de elegir la 
destructividad como norma de conducta han optado por formas de ser y de 
obrar de orden constructivo, desde la amistad y el espíritu de concordia a la 
solidaridad y ayuda mutua.  
Por supuesto, por todos es sabido que en Roma se establecen los cimientos del derecho, a la 
par que éste se convirtió en la herramienta por excelencia para resolver los conflictos a los 
que líneas arriba hacía alusión. Sin embargo, no todos los conflictos ameritaban todo el 
despliegue que suponía recurrir al derecho romano, por eso se hablaba de los Mecanismos 
Alternativos de Resolución de Conflictos.  
La denominación de MARCs (Mecanismos Alternativos de Resolución de Conflictos) nace 
en Estados Unidos, aunque se desconoce la fecha exacta, no obstante, en Estados Unidos se 
plantean los MARC’s como una forma de evitar el tedioso proceso judicial, y basar la 
solución del conflicto en la voluntad de las partes. (Díaz Honores, 2016) 
Así pues, podemos afirmar que la Conciliación Extrajudicial es una manera alternativa al 
poder judicial de resolver una controversia. Sin embargo, el aspecto referente a lo que 
implica la voluntad de las partes no queda del todo claro dado que cada país lo entiende de 
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una manera diferente, y me explico; hay quien entiende que la voluntad de las partes se 
refiere meramente a la toma de decisión con respecto a la solución de la controversia 
(Conciliación, negociación…), mientras que hay quien plantea que la voluntad de las partes 
puede referirse a la voluntad que tengan ellas de elegir una vía diferente a la judicial, mas no 
depende de su voluntad la toma de decisión sobre la solución (Arbitraje).  
Es por este motivo que en algunos países tales como Holanda, o España, la Conciliación es 
voluntaria, o lo que es lo mismo, facultativa; y así se estipula en éste último país a través de 
una ley promulgada en el 2015 denominada “Ley de Jurisdicción Voluntaria”. (Ley 15/2015, 
2015) 
De cualquier modo, en otros países como Colombia, o sin ir más lejos, en nuestro propio 
país (Perú), a la conciliación se le otorga la característica de la obligatoriedad. Cierto es, que 
no en todos los casos la Conciliación Extrajudicial se torna obligatoria, pues cuando se trata 
de algunas materias, tales como las de familia, la Conciliación Extrajudicial es facultativa, e 
incluso en algunos casos, lo que es obligatorio es NO conciliar. (D.L 1070, 2008) 
En esta tesis lo que se plantea precisamente es la existencia o inexistencia de la 
obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial, por lo que se considera importante hacer una 
comparativa basada en un país que comparte con el nuestro, la característica de 
Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial. Dicho país se trata ni más ni menos que de 
Colombia, como líneas arriba se había adelantado. 
En ambos países la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial está determinada por ser 
ella, la Conciliación, un requisito de procedibilidad, en algunos casos, al momento de 
plantear una demanda. (Ley 640, 2001) 
No obstante, la gran diferencia con respecto a Perú se aprecia en lo siguiente: 
El requisito de procedibilidad se entenderá cumplido cuando se efectúe la 
audiencia de conciliación sin que se logre el acuerdo o cuando vencido el 
término previsto, es decir, 3 meses contados a partir de la presentación de la 
solicitud, la audiencia no se hubiere celebrado por cualquier causa; en este 
último evento, se podrá acudir directamente a la jurisdicción con la sola 
presentación de la solicitud de conciliación. Con todo, podrá acudirse 
directamente a la jurisdicción cuando bajo la gravedad del juramento, que se 
entenderá prestado con la presentación de la demanda, se manifieste que se 
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ignora el domicilio, el lugar de habitación y el lugar de trabajo del 
demandado, o que este se encuentra ausente y no se conoce su paradero. (Ley 
640, Art.35º, 2001) 
La diferencia significativa se aprecia en que la solicitud de Conciliación puede enviarse no 
sólo al domicilio tal y como se recoge en nuestro ordenamiento, sino también al lugar de 
habitación o inclusive al lugar de trabajo. Y es que, si bien el término domicilio desde el 
punto de vista del derecho civil es muy amplio, esta amplitud es la que nos puede jugar en 
contra dado que es imposible probar si alguien miente cuando afirma que desconoce el 
domicilio de una persona por cosas tan simples como que el domicilio puede cambiar de un 
día para otro, que el domicilio puede no ser el consignado en el D.N.I. entre otros tantos 
motivos. Sin embargo, se hace más sencillo probar si alguien miente cuando dice desconocer 
el lugar de trabajo del invitado y el conflicto surgió precisamente a raíz del desempeño del 
trabajo de la persona a la que se pretende demandar. 
Por todo lo anteriormente descrito, resulta cuanto menos curioso leer la tesis de Peña, Polo 
y Solano (s.f.) denominada: “Conciliación Extrajudicial, un análisis a su aplicación práctica 
desde un punto de vista jurídico”, Tesis para optar por el Doctorado en Derecho en la 
Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá-Colombia, en donde mencionan que “La ley 640 
impone la Conciliación Extrajudicial en derecho como requisito previo para acudir a las 
jurisdicciones Civil, Contencioso Administrativo y de Familia” (p.26) 
Esto implica que, en Colombia, además de salvaguardarse la obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial, su rango de aplicación es mucho más amplio en comparación 
con el peruano. 
     1.2.2. A Nivel Nacional 
               Se viene reiterando durante todo el desarrollo del presente trabajo que dotar a la 
Conciliación Extrajudicial de obligatoriedad, y salvaguardar esta característica, es 
fundamental, desde un punto de vista global, para promover la cultura de paz y desde un 
punto de vista nacional, para descongestionar en alguna medida la carga procesal del poder 
judicial. 
Por otra parte, en referencia a la descongestión que ofrece la Conciliación Extrajudicial al 
Poder Judicial, Maldonado (2016) expresa en su tesis: 
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Recientemente, debido a la pesada carga procesal de los juzgados, la 
conciliación se aprecia como una forma de aligerar los lentos procesos 
judiciales ofreciendo a los ciudadanos o usuarios una alternativa de solucionar 
sus conflictos de manera rápida y económica. (p.15) 
Todo pareciera indicar, y reafirmar, que lo correcto de cara al derecho, y a la propia sociedad, 
sería continuar defendiendo la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial, ello con el fin 
de que la gente conozca esta manera de resolver conflictos que resulta mucho más atractiva 
que el poder judicial por la celeridad, la economía y el resultado en caso de acuerdo.  
Por eso cabe preguntarse si el Estado está cumpliendo con defender la obligatoriedad tal y 
como debiera hacer.  
Es por esto, muy desalentador leer la afirmación que hace Suni (2015) en su tesis: “Ley de 
Conciliación Extrajudicial y Los Conflictos Civiles en la Región de Puno”, Tesis para optar 
por la Maestría en Derecho en la Universidad Andina Néstor Cáceres, Juliaca-Perú; y a 
quien, por cierto, no le falta razón, al señalar: “Del estudio pormenorizado de la ley de 
conciliación se aprecia que ha sufrido continuamente inaplicabilidad, mutilaciones y 
modificaciones tendientes a la abolición progresiva de la obligatoriedad de dicha norma” 
(p.17) 
Continuando con esta idea, y en total oposición con lo que en este trabajo se defiende, 
Castillo (s.f.) espeta sobre la Conciliación Extrajudicial que ésta se: “había convertido en un 
obstáculo al acceso a la justicia, en tanto era un trámite adicional para el inicio de un proceso 
judicial” (p.22) 
Pareciera que el autor confunde justicia con poder judicial, aquí cabe recordar al famoso 
Ulpiano cuando aseveraba que la justicia se trata de dar a cada quien lo que le corresponde. 
Además, parece también que ignora lo que el propio Ministerio de Justicia (sí señor, Justicia) 
y Derechos Humanos (s.f.) indica en su página: 
La Dirección de Conciliación Extrajudicial y Mecanismos Alternativos de 
Solución de Conflictos (DCMA) depende jerárquicamente de la Dirección 
General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia. Es el órgano encargado de 
ejecutar la función de conciliación extrajudicial, arbitraje popular y otros 
mecanismos alternativos de solución de conflictos a nivel nacional, de 
acuerdo a sus competencias. 
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La Dirección de Conciliación Extrajudicial y Mecanismos Alternativos de 
Solución de Conflictos brinda el servicio de conciliación a través de los 
centros de conciliación gratuitos del Ministerio y ejerce funciones arbitrales 
a través del Centro de Arbitraje Popular “Arbitra Perú”. Asimismo, autoriza, 
supervisa y sanciona a los centros de conciliación extrajudicial, centros de 
formación y capacitación en conciliación; conciliadores extrajudiciales, 
capacitadores en conciliación y árbitros. 
Además, esta Dirección tiene como labor promover y difundir la conciliación 
extrajudicial y otros mecanismos alternativos de solución de conflictos. 
El servicio de la Conciliación Extrajudicial busca solucionar pacíficamente 
conflictos en temas familiares y/o civiles, sin necesidad de ir a juicio, 
permitiendo que la población más vulnerable pueda acceder a la justicia de 
forma más rápida y económica. 
La Conciliación Extrajudicial es importante porque permite que las personas 
que tienen algún problema de pensión de alimentos, tenencia de hijos, 
régimen de visitas, pago de deudas, indemnizaciones, desalojos, entre otros, 
puedan solucionarlos sin necesidad de ir a un costoso y prolongado juicio. 
Además, que la solución es un acuerdo entre ambas partes, es decir, que no 
hay un perdedor ni ganador, ya que todos ganan. 
Por tanto, la Conciliación Extrajudicial en sí misma supone una forma de acceso a la justicia, 
e inclusive asegura el acceso a la justicia en algunos casos en los que el Poder Judicial no 
puede; se hace esta afirmación en base al hecho de que nuestro país padece de un alto índice 
de pobreza, de modo que algunas personas no podrán pagar un abogado y en general las 
costas y costos de un proceso judicial, mientras que existen centros de conciliación gratuitos 
que sí atenderán y ayudarán a las personas que carecen de dinero a resolver sus controversias. 
De cualquier modo, parece que un grupo de operadores del derecho insisten en la idea de 
eliminar el carácter obligatorio de la Conciliación Extrajudicial, ejemplo de ello es lo que se 
expresó en la conferencia denominada La Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial, 
del 17 de Mayo de 2018 expuesta por Stein (2018): 
Este es un tema que ha suscitado una serie de cordiales discrepancia, por usar 
lenguaje conciliador. El punto de partida para abordar el tema de conciliación 
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extrajudicial es la Resolución Ministerial 070-2018-JUS del 5 de marzo de 
este año. Se resuelve en su artículo primero disponer la publicación del 
proyecto de reforma del Código Procesal Civil, presentado por el grupo de 
trabajo constituido mediante Resolución Ministerial 181-2017; 
conjuntamente con su exposición de motivos, en el portal del Ministerio de 
Justicia. 
Pese a que este grupo de trabajo fue conformado por ilustres docentes y 
abogados, algunos amigos míos; varios de los que llevamos años en la 
materia, discrepamos de la perspectiva que han tenido respecto al tema de la 
obligatoriedad, el abordaje que han hecho en función a lo que plantean en su 
proyecto. En la exposición de motivos, ellos establecen en el punto 17, 
como formas especiales de conclusión del proceso, que el cambio más 
importante en esta sede es la regulación de la conciliación. 
Ojo, la institución (de la conciliación) está regulada principalmente por una 
ley extraprocesal, la Ley 26872 con su reglamento. Y algunas directivas del 
Ministerio de Justicia a nivel operativo, aplicable a sus centros de 
conciliación. Sin embargo, este grupo de trabajo, entendiendo que la 
conciliación tiene una connotación procesal, en tanto la califican como 
prejudicial; se abocó a plantear una posibilidad que va en contra la 
disposición específica del artículo 6 de la Ley 26872, que es la obligatoriedad 
de la conciliación en sede extrajudicial preproceso. 
Se dice: “específicamente se dispone la no obligatoriedad de la conciliación 
preprocesal”. Sin embargo, se establece que las partes, en cualquier estado 
del proceso; pueden conciliar de modo paralelo a él, que podrá 
incluso, derivarlo a un centro de conciliación. Entonces, lo que este grupo de 
trabajo de dilectos profesionales establece, es que no se determine que la 
conciliación es obligatoria preproceso; argumentado una serie de situaciones 
que vamos a comentar más adelante, como la defensa del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, el acceso a la justicia, etc. 
Asimismo, se establece una regulación más amplia y permisiva de la 
transacción como medio de solución de controversias, apostando por la 
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posibilidad de las partes de resolver el conflicto a través de un 
acuerdo, eliminando las restricciones que tenía el Código Procesal Civil en 
esta sede. 
Según he conversado con algunos de los miembros de este grupo, 
intercambiando ideas sobre esta materia; ellos lo que consideran que están 
haciendo es revalorar el tema de la autocomposición, de la posibilidad de un 
acuerdo autónomo entre partes, a efectos de poder darles a los justiciables una 
vía alterna, auténtica, pero que no sea obligatoria. Hay que recordar que la 
conciliación es un medio alternativo de resolución de conflictos o 
controversias, de carácter autocompositivo, al igual que la transacción. 
Así pues, diera la impresión de que los argumentos además de repetitivos son meras falacias. 
Para comenzar, cabe reiterar que no se puede alegar una obstrucción al acceso de justicia 
porque la Conciliación Extrajudicial es en sí misma una forma de acceso a la justicia, y es 
que hay que entender que como sociedad, lo que se busca precisamente es borrarnos la errada 
idea de que acudir al poder judicial es la única manera que existe para poder acceder a la 
justicia. Está demostrado que no es ni la única manera, y en muchas ocasiones, ni siquiera 
la mejor. 
Continuando, es necesario aclarar que nada tiene que ver la voluntad de las partes que da a 
la Conciliación un carácter autocompositivo, con que ésta sea obligatoria como requisito 
para plantear una demanda sobre determinadas materias. La voluntad de las partes con 
respecto a la autocomposición, se refiere expresamente al acuerdo autónomo de las partes al 
momento de plantear un acuerdo como solución a su controversia; o lo que es lo mismo, a 
diferencia de lo que sucede en el poder judicial, son las partes las que de mutuo acuerdo 
emiten su propia “sentencia”, Esta autonomía en ningún caso se ve afectada por el carácter 
obligatorio de la Conciliación Extrajudicial que resuelve el presente trabajo, pues en este 
caso, la obligación se refiere meramente al intento conciliatorio, mas no al resultado de la 
misma, es decir, que en ningún caso se obliga a las partes a arribar a acuerdo alguno. 
Sería interesante observar a la Conciliación Extrajudicial y al Proceso Judicial como si de 
dos fármacos se tratara. Hay que saber que, si bien los fármacos son diseñados para eliminar 
o paliar afecciones o dolencias que podamos estar padeciendo, siempre tienen, en mayor o 
menor medida, una repercusión no deseada en alguna parte de nuestro organismo. Un claro 
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ejemplo lo tenemos en los analgésicos, por ejemplo, el paracetamol y la morfina. Es común 
que, por dolor de cabeza moderado, las personas acudan a la farmacia en busca de 
paracetamol, a nadie en su sano juicio se le ocurriría automedicarse con morfina para tratar 
un dolor de cabeza. ¿Por qué? Porque en farmacología existe algo llamado riesgo/beneficio, 
en donde se evalúa si merece la pena correr el riesgo al que me expone el fármaco para el 
beneficio que me brinda. Y es que, si se comparan los efectos adversos que pueda presentar 
el paracetamol con los efectos adversos de la morfina, en una persona joven y sana, los 
primeros son mucho menores. En este orden de ideas, se ve que los profesionales de la salud 
ponen a nuestra disposición el paracetamol, sin embargo, nos restringen el acceso a la 
morfina, y no por ello vemos a un colectivo de profesionales de la salud aseverando que con 
esta práctica se está restringiendo el acceso a la salud, pues no es la morfina la única manera 
de calmar el dolor, ni la mejor en muchos casos, como no es el poder judicial la única forma 
de resolver las controversias. Puede que a algunas personas les parezca algo extrema esta 
comparación, sin embargo, no lo es tanto si tenemos en cuenta que un proceso judicial puede 
afectar negativamente tanto a la salud física como mental. Y es más grave cuando puede 
afectar a la salud de un menor tal y como lo afirma Díaz Huertas (2015) al mencionar lo 
siguiente: “Los niños inmersos en procesos judiciales pueden tener problemas de salud 
derivados (…), del propio proceso, (…), el desarrollo del juicio y el dictamen. Se analiza la 
necesidad de valorar qué medidas se podrían adoptar para que el proceso judicial no afecte 
a la salud de los niños.” Estos son algunos de los riesgos del proceso judicial.  
Siguiendo con lo anteriormente expuesto es interesante que los operadores del derecho nos 
planteemos, cuando hablamos de justicia, si es justo exponer a un menor a esto sabiendo que 
existe una forma menos nociva como es la Conciliación Extrajudicial. Y es la naturaleza 
desconfiada que nos caracteriza a los que nos formamos en la carrera de derecho lo que hace 
que desde este trabajo nos planteemos si tal vez existe algún interés oculto y egoísta por 
parte de algunos operadores del derecho cuando quieren relegar a la Conciliación 
Extrajudicial. No es muy descabellada esta afirmación si cuando se recuerda que la 
Conciliación Extrajudicial no requiere de abogado, a diferencia del proceso judicial, el costo 
es menor, no solo por el proceso en sí mismo, si no por los múltiples escritos que realiza el 
abogado durante el proceso judicial y por los que por supuesto cobra. 
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Sea cual fuere la opinión o los argumentos que se puedan esgrimir, lo que está claro es que 
el debate de la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial está servido, tal y como lo 
deja ver Fernández (2018): 
(…) casi en una pelea cuerpo a cuerpo, Jaime David Abanto Torres, junto 
con Martin Pinedo Aubian y muchos otros destacados abogados, defendieron 
la importancia de la obligatoriedad del intento conciliatorio pre proceso, 
frente a la pretendida eliminación que hacía la iniciativa. El proyecto, en 
forma muy escueta, tanto en su Exposición de Motivos, cuanto en el 
articulado (en ambos casos, se hace en pocos renglones y sin el mayor 
sustento), indica que la conciliación extrajudicial ya no sería un requisito de 
procedibilidad para la interposición de demandas judiciales, dejando sin 
efecto más de 20 años de un trabajo (iniciado el siglo pasado), que buscaba 
en un sentido ideal y mediato crear una cultura de paz y en un sentido 
pragmático e inmediato actuar de filtro ante la sobrecarga del Poder Judicial. 
Por todo lo expuesto, queda establecido que existen detractores de la Obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial de forma que si lo que el legislativo pretende es proteger la 
obligatoriedad, no puede permitir que existan vacíos en la ley que se puedan emplear para 
eludir la misma sabiendo que hay personas que pretenden eliminarla. 
    1.2.3. A nivel Regional/Local 
              No son muchos los estudios previos que existen en Piura con respecto a la 
Conciliación Extrajudicial, por ello, menos probable aún es encontrar antecedentes 
específicos sobre la investigación materia de la presente. 
Sin embargo, en la famosa revista científica SCIELO se puede leer a Higaldo et al (2016) en 
su artículo denominado: “Solución de Controversias de los derechos en salud”, en donde nos 
informan sobre la ideal herramienta que es La Conciliación Extrajudicial como manera 
alternativa de solucionar un conflicto, motivo por el cual, en Piura concretamente, junto con 
unas cuantas ciudades más de la macro-región norte se hace extensiva la Conciliación 
Extrajudicial, no sólo a los ámbitos civiles que comúnmente señala la Ley de Conciliación 
Extrajudicial sino también al aspecto de los derechos de la salud de los ciudadanos, pues no 
olvidemos que el Estado tiene la obligación de hacerse cargo de la Salud Pública, siendo los 
conflictos que se puedan originar de la misma, parte de las responsabilidades del Estado. 
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Volviendo al punto referente a la idealidad de la conciliación extrajudicial, Hidalgo et al 
(2006) nos hacen saber: 
En Perú, la potestad de administrar justicia es ejercida por el Poder Judicial a 
través de sus órganos jerárquicos, sin embargo, existen estrategias 
alternativas para la solución de conflictos. Si bien el proceso judicial – 
reconocido también como sistema adversarial- es el mecanismo más 
utilizado, la legislación faculta la posibilidad de someter determinadas o 
determinables controversias sobre derechos de libre disposición, mediante el 
empleo de mecanismos que permitan solucionarlos de manera más célere, 
efectiva y eficiente. Estas vías conforman un conjunto de rutas útiles que 
permiten construir una solución propia en base a los intereses de las partes 
sustentados en el derecho. Los MASC son canales válidos, no obstante, suelen 
ser desconocidas por la población, lo cual repercute en su bajo uso. Dentro de 
los MASC se contemplan: la negociación o transacción, la mediación, la 
conciliación y el arbitraje. (…) En el caso de la conciliación, las partes 
recurren a un tercero neutral que podrá hacer sugerencias de solución, para lo 
cual los convocará con el objeto de ayudar y facilitar el diálogo; sin embargo, 
serán únicamente las partes quienes voluntariamente definirán el resultado 
del conflicto. (…) Estos mecanismos tienen un alto potencial de uso en el área 
de la salud, ergo, el fomento de su utilización y la provisión de los mismos 
puede es una medida con alto impacto positivo en el SSP. 
Además, hablan sobre CECONAR, el centro de conciliación y arbitraje gratuito de Susalud, 
e informan: 
Las cifras de las atenciones de CECONAR en IBOS, conciliación y arbitraje, 
sin la ampliación de los servicios, nos muestran un incremento en el tiempo, 
pese a que todos ellos fueron atendidos en la única oficina que CECONAR 
ha tenido desde su creación. 
La conclusión que de aquí se puede sacar es que, si la popularidad de la conciliación va en 
aumento, eso implica que los ciudadanos están satisfechos con la misma. 
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No obstante, del mismo modo que la popularidad de la Conciliación Extrajudicial va 
subiendo en Piura, también es sabido que hay una caída cada vez mayor con respecto a la 
confianza de los peruanos en el sistema judicial piurano.  
Sin ir más lejos, existe un libro denominado 177 casos de injusticia y error judicial, por 
Landeo (1994) en el que más de uno de esos casos provienen de la ciudad de Piura.  
1.3 Abordaje Teórico 
     1.3.1 Ficción Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial 
              En el presente estudio, la variable que se definió como dependiente fue “La 
Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial”.  
Lo primero que cabe que nos pregunte es qué es la conciliación Extrajudicial. Pues bien, en 
palabras del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (s.f) se trata de lo siguiente:  
La Conciliación Extrajudicial es una manera rápida y económica de resolver 
los conflictos con la colaboración de un tercero llamado conciliador. A través 
del diálogo, el conciliador facilita la comunicación entre las partes, lo que 
permite superar las diferencias y arribar a acuerdos que satisfacen a todos. 
Luego, se suscribe un Acta de Conciliación. 
Así mismo Sánchez (2017) menciona: 
Es un mecanismo alternativo de solución de conflictos, por el cual un 
conciliador les asiste en la búsqueda de una solución consensual a un 
conflicto: los acuerdos adoptados obedecen única y exclusivamente a la 
voluntad de las partes. La conciliación no es un acto jurisdiccional y es un 
procedimiento independiente a la conciliación que regula el Código Procesal 
Civil. 
Desde el Poder Judicial, en una ponencia destinada a dar celeridad a los procesos laborales, 
Valdivia, R. y Puente, H. (s.f.) dicen: “Que la conciliación es un método de resolución de 
conflictos donde existe una primacía de voluntades.  Busca que las voluntades de las partes 
lleguen a una solución armoniosa.” 
Medina (s.f.) ofrece también una definición muy adecuada: 
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La conciliación extrajudicial es un medio de solución de conflictos, por el 
cual un tercero neutral e imparcial denominado Conciliador Extrajudicial 
asiste a las partes a encontrar su propia solución a sus conflictos que es 
más humana, saludable, justa, durable, mutuamente satisfactoria y con el 
mismo valor de sentencia inapelable, es una poderosa herramienta de tercera 
generación para solucionar conflictos.  La conciliación no solo sirve para 
solucionar conflictos sino lo más relevante es que constituye un instrumento 
realizador y restablecedor de paz social, tiene múltiples aplicaciones en todos 
los ámbitos en la vida humana, así, es útil para solucionar divergencias de 
orden patrimonial, familiar, empresarial, comunal, escolar, intercultural, de 
consumo, de menores, penal, etc. 
En esta línea se debe tener claro el concepto de “obligatoriedad”. La RAE define a la 
obligatoriedad como la cualidad de lo obligatorio. 
En este sentido, según el diccionario en línea de Oxford, lo obligatorio es aquello que obliga 
a su cumplimiento o ejecución. 
Así pues, se puede decir que la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial se entiende 
como aquello que obliga a la ejecución de ésta.  
La Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial se da cuando se configura a ésta como un 
requisito de procedibilidad al momento de interponer demandas sobre determinadas 
materias, así lo explica Cárdenas (2018): 
En Perú, la Conciliación Extrajudicial se encuentra regulada en la Ley 26872, 
se publicó el 13 de noviembre de 1997, en la que se declaró de interés nacional 
la institucionalización y desarrollo de la Conciliación como mecanismo 
alternativo de solución de conflictos. 
Cabe precisar que la Ley 268722 fue modificada por el Decreto Legislativo 
N° 1070, del 28 de junio de 2008, se modificó el artículo 6° en el siguiente 
sentido: “si la parte demandante, en forma previa a interponer su demanda 
judicial, no solicita ni concurre a la audiencia respectiva ante un Centro de 
Conciliación extrajudicial para los fines señalados en el artículo precedente, 
el juez competente al momento de calificar la demanda la declarará 
improcedente por causa manifiesta falta de interés para obrar”. 
 26 
 
En la Exposición de Motivos del Proyecto de Modificación del Decreto 
Legislativo N° 1070, se precisa que “es necesario modernizar el marco 
normativo de la Conciliación Extrajudicial, para hacerla más eficiente y 
asegurar su eficiente utilización, especialmente por las Entidades del Estado”. 
En ese sentido, “se busca promover la utilización de la Conciliación, no como 
un requisito más para interponer la demanda, sino como un mecanismo de 
desjudicialización de las controversias que pueden ser solucionadas con la 
utilización de este valioso mecanismo alternativo”. 
Respecto a la modificación del artículo 6°, se indica que “obedece a la 
necesidad de poner énfasis en la institucionalización de una verdadera cultura 
de paz efectiva a través de la búsqueda de un acuerdo dialogado y 
consensuado a través de mecanismos de justicia participativa y creando 
espacios de dialogo como el que se produce en una Audiencia de Conciliación 
Extrajudicial. Por ello, la necesidad de resaltar la necesidad de acudir a un 
Centro de Conciliación Extrajudicial en primer término para que se acredite 
el interés para obrar en la interposición de una demanda ante el Poder 
Judicial”. 
Entonces, como se aprecia, actualmente, si el demandante previamente a 
interponer la demanda, no solicita ni concurre a la audiencia de conciliación 
extrajudicial, su demanda será declarada improcedente, por falta de interés 
para obrar. 
Estas afirmaciones de unos cuantos años atrás, hoy se ven validadas por un grupo de 
operadores del derecho que sin reparo alguno dicen con orgullo ser detractores de la 
obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial. Y como se viene reiterando durante todo el 
desarrollo del presente trabajo, es la obligatoriedad la única forma que el Estado ha previsto 
para difundir la Conciliación Extrajudicial,  
Una realidad que no se puede negar es la crisis que atraviesa el poder judicial, y de la que 
Castillejo (2007) nos habla: 
El proceso judicial hoy resulta insuficiente para resolver los conflictos que se 
presentan. El que las sociedades modernas hayan creído necesario acudir al 
mecanismo de la judicialización para la solución de todos los conflictos, 
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cualquiera que sea el marco en el que se desarrollen, el tipo de bien jurídico 
lesionado, las personas intervinientes en el conflicto…, hace que el aumento 
progresivo del conflicto social, impida al proceso servir como mecanismo 
apto para la solución de conflictos. De tal modo que se han convertido en 
inoperantes los cauces jurisdiccionales de solución de conflictos, pero no sólo 
por el aumento progresivo de los asuntos que de ellos requieren y que 
pretenden una solución rápida y eficaz a su problema, esto es, por el 
incremento notable de conflictos que hace incapaces a los órganos 
jurisdiccionales del Estado para abordarlos, asumirlos y resolverlos, sino 
también por la variable calidad en las resoluciones, debido a la diversa 
complejidad de las causas. 
Por tanto, por qué como operadores del derecho y defensores de la justicia, someteríamos 
voluntariamente a nuestros patrocinados a los tediosos procesos judiciales si sabemos que, 
en la actualidad, dichos procesos, no son el medio idóneo para la resolución de los conflictos.  
Vemos pues, que en ciertos países europeos la Conciliación es facultativa, no obstante, en 
ellos el legislador no ha tenido que recurrir al carácter de obligatoriedad pues son los 
operadores del derecho quienes actuando de buena fe la promueven.  
En realidad, sería nuestra función como operadores del derecho promover el uso de la 
Conciliación Extrajudicial, algo que dicho sobre el papel suena cuanto menos utópico 
cuando en realidad, hacerlo, debería ser una realidad y una constante puesto que es a lo que 
nos obliga el Código de Ética del Colegio de Abogados del Perú (2012), y para muestra, 
resulta conveniente recordar al lector los siguientes artículos:  
Artículo 1.- El Abogado debe tener presente que es un servidor de la justicia 
y un colaborador de su administración; y que su deber profesional es 
defender, con estricta observancia de las normas jurídicas y morales, los 
derechos de su patrocinado  
Artículo 2.- El Abogado debe mantener el honor y la dignidad profesional. 
No solamente es un derecho, sino un deber, combatir por todos los medios 
lícitos, la conducta moralmente censurable de jueces y colegas. 
Artículo 3.- El Abogado debe obrar con honradez y buena fe. No debe 
aconsejar actos fraudulentos, afirmar o negar con falsedad, hacer citas 
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inexactas o tendenciosas, ni realizar acto alguno que estorbe la administración 
de justicia. 
Habiendo establecido ya que la Conciliación Extrajudicial frente al proceso judicial tiene 
celeridad, es económica y promueve la cultura de paz, a diferencia del proceso judicial que 
puede incluso suponer un daño a la salud de las personas involucradas, no parece ni moral, 
ni honrado ni de buena fe seguir promoviendo el proceso judicial frente a la Conciliación 
Extrajudicial.  
Creo que es importante aclarar para los operadores del derecho que no se trata de una 
competición entre la Conciliación Extrajudicial y el Proceso Judicial ni mucho menos, el 
proceso judicial, le pese a quien le pese, siempre va a existir pues hay situaciones en las que 
se ha escalado tanto en el conflicto que la controversia está sumamente magnificada por lo 
que un tercero tendrá que tomar la decisión por ellos. De este modo es importante ver a la 
Conciliación Extrajudicial como una aliada del Proceso Judicial, como un filtro para tratar 
aquellos casos en los que las partes sí puedan arribar a acuerdos, una manera de salvar 
relaciones interpersonales, y contribuir así con la paz social.  
Todos sabemos lo que es un proceso judicial, desde el colegio nos instruyen al respecto, sin 
embargo, no es hasta nuestra vida universitaria que nos inculcan los beneficios de los Medios 
Alternativos de Resolución de Conflictos, y para más inri, ello se hace exclusivamente en la 
carrera de derecho, con lo cual la mayoría de la población ni siquiera sabe que existen formas 
alternativas de solucionar sus controversias y que el valor de los acuerdos a los que lleguen 
tienen un peso igual al de una sentencia judicial pues el acta en el que se recogen, constituye 
título ejecutivo.  
En este orden de ideas, es cierto que el Estado, tal vez debe pecar de cumplir con un rol 
paternalista al momento de dotar a la Conciliación Extrajudicial de Obligatoriedad dado que 
el objetivo detrás de esta decisión es educar a los ciudadanos al respecto de esta vía. Pero 
más paternalista aún es querer el dominio absoluto de la toma de decisiones en los conflictos 
de los ciudadanos en vez de darles a ellos la oportunidad de resolver sus diferencias con la 
asistencia de un tercero neutral e imparcial que está específicamente formado para tal fin. 
Para culminar con este punto, tomando a DeConceptos (s.f.) como referencia, se puede decir 
de la ficción que proviene: “Del participio del verbo fingere y del término latino fictus, que 
significa algo alejado de la realidad.” 
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En resumidas cuentas, la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial consiste en obligar 
a las partes a que recurran al intento conciliatorio; esta obligatoriedad se logra estableciendo 
a la Conciliación Extrajudicial como requisito de procedibilidad para interponer una 
demanda sobre determinadas materias. Así mismo, el fin de la Obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial es promover esta forma alternativa de resolución de conflictos 
para reducir la excesiva carga procesal de los juzgados, y además para lograr la tan ansiada 
cultura de Paz. Así pues, cuando se habla de la ficción de la obligatoriedad de la Conciliación 
Extrajudicial se hace referencia a que la obligatoriedad de la Conciliación extrajudicial es en 
verdad, algo alejado de la realidad. 
     1.3.2 Modificación del Art. 7-A  inc) a, de la Ley 26872 
              Como variable independiente del presente trabajo se propone la Modificación del 
inc) a del Art. 7-A de la ley 26872. Que recita lo siguiente: “No procede la conciliación en 
los siguientes casos: a) Cuando se desconoce el domicilio de la parte invitada.” 
Hay que recordar pues que la Conciliación Extrajudicial comenzó a regularse en 1997 a 
través de la Ley 26872, Ley de Conciliación Extrajudicial. Cuando se crea esta ley, era el 
artículo 6 de la misma el que dotaba a la Conciliación Extrajudicial de un carácter obligatorio 
y a su vez indicaba en qué casos no se debía aplicar la obligatoriedad, y lo hacía de la 
siguiente manera:  
Carácter Obligatorio.- La Conciliación es un requisito de procedibilidad 
necesariamente previo a los procesos a que se refiere el Artículo 9. 
La Conciliación Extrajudicial no es obligatoria cuando la parte emplazada 
domicilia en el extranjero y en los procesos cautelares, de ejecución y de 
garantías constitucionales. 
Como vemos, el artículo era bastante simple, la parte referente a los casos en los que no era 
obligatoria la conciliación si bien era escueta, tenía su lógica. Así pues, es interesante señalar 
que se habla de “no obligatoriedad” o lo que es lo mismo, algo facultativo, muy diferente a 
algo prohibitivo. 
Por supuesto, éste artículo no tardó mucho en sufrir una modificación, la cual se dio en el 
año 2000 dejando al mismo de la siguiente manera: 
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La conciliación es un requisito de procedibilidad necesariamente previo a los 
procesos a los que se refiere el Artículo 9. 
La conciliación extrajudicial no es obligatoria cuando la parte emplazada 
domicilia en el extranjero, así como en los procesos contencioso-
administrativos, en los procesos cautelares, de ejecución y de garantías 
constitucionales. 
Como vemos, se va limitando la supuesta obligatoriedad (que no era tal pues ésta se 
encontraba prorrogada hasta el año 2000 en el que de manera gradual se iría implementando 
en los diferentes distritos conciliatorios, sin ir más lejos, hace tan sólo unos meses se 
implementó en un nuevo distrito conciliatorio, Talara, y el presente trabajo se ha culminado 
en el año 2019) y se va incrementando lo facultativo de ella. 
Así pues, en el 2001 el legislador decidió dejarse de chiquitas, y convirtió aquello que antes 
era facultativo en una prohibición taxativa, además de alargar la lista de supuestos como a 
continuación se puede apreciar: 
Carácter obligatorio.- El procedimiento conciliatorio es un requisito de 
admisibilidad para los procesos a que se refiere el Artículo 9. 
No procede la conciliación extrajudicial cuando: 
a. La parte emplazada domicilia en el extranjero; 
b. En los procesos contencioso administrativos; 
c. En los procesos cautelares; 
d. De ejecución; 
e. De garantías constitucionales; 
f. Tercerías; 
g. En los casos de violencia familiar; y, 
h. Cuando se trate de derechos y bienes de incapaces a que se refieren 
los Artículos 43 y 44 del Código Civil. 
La conciliación será facultativa en aquellos asuntos en los que el Estado sea 
parte. 
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Trascurrieron unos cuantos años más, hasta que llegamos al año 2008, y entonces el 
legislador decide lanzar un decreto legislativo, el Decreto Legislativo 1070 que modifica la 
Ley de Conciliación Extrajudicial, Ley 26872, y sí, nuevamente, el artículo 6 de ese antiguo 
cuerpo normativo se vio modificado. 
Para comenzar, dicho artículo dejó de llamarse “carácter obligatorio” para pasar a 
denominarse “Falta de Interés Conciliatorio”. Sin embargo, no debemos dejarnos engañar 
por el nombre pues realmente este nuevo artículo sí estaba diseñado para proteger la 
Obligatoriedad de la Ley de Conciliación Extrajudicial convirtiendo a ésta en un requisito 
de procedibilidad, y para ello se planteó el artículo de la siguiente manera: 
Si la parte demandante, en forma previa a interponer su demanda judicial, no 
solicita ni concurre a la Audiencia respectiva ante un Centro de Conciliación 
extrajudicial para los fines señalados en el artículo precedente, el Juez 
competente al momento de calificar la demanda, la declarará improcedente 
por causa de manifiesta falta de interés para obrar. 
 
Pero en este punto se aprecia que, a diferencia de los artículos seis precedentes a éste, aquí 
no se hablaba en ningún momento de las materias no conciliables. ¿Es que acaso el legislador 
había decidido darle un respiro a la Conciliación Extrajudicial dando total rienda suelta a su 
alcance? Si algún idealista amante de la Cultura de Paz llegó a plantearse eso, grande debió 
ser su decepción, tan grande como la alegría que probablemente se llevaron los detractores 
de la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial de los que se hablaba en puntos 
anteriores cuando vieron que se había incorporado un nuevo artículo, el 7-A denominado 
“Supuestos y Materias No Conciliables de la Conciliación”, y efectivamente, una vez más, 
la lista había aumentado pasando a ser la que hoy día aplicamos que es la siguiente:  
No procede la conciliación en los siguientes casos:  
a) Cuando se desconoce el domicilio de la parte invitada.  
b) Cuando la parte invitada domicilia en el extranjero, salvo que el apoderado 
cuente con poder expreso para ser invitado a un Centro de Conciliación.  
c) Cuando se trate de derechos y bienes de incapaces a que se refieren los 
Artículos 43 y 44 del Código Civil.  
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d) En los procesos cautelares.  
e) En los procesos de garantías constitucionales.  
f) En los procesos de nulidad, ineficacia y anulabilidad de acto jurídico, este 
último en los supuestos establecidos en los incisos 1, 3 y 4 del artículo 221 
del Código Civil.  
g) En la petición de herencia, cuando en la demanda se incluye la solicitud de 
declaración de heredero.  
h) En los casos de violencia familiar, salvo en la forma regulada por la Ley 
Nº 28494 Ley de Conciliación Fiscal en Asuntos de Derecho de Familia.  
i) En las demás pretensiones que no sean de libre disposición por las partes 
conciliantes. 
En realidad, en este trabajo no se desacreditan algunos de los supuestos que aquí se han 
consignado pues son de sentido común. Y es que como se defendió páginas atrás no se debe 
entender que La Conciliación Extrajudicial es la competidora o competencia del Proceso 
Judicial dado que éste último siempre va a existir porque hay casos complejos que así lo 
ameritan, en los que es imposible que las partes concilien.  
No obstante, en este trabajo sí se discrepa completamente con el inciso a). Este inciso nos 
dice que si desconocemos el domicilio del invitado tenemos prohibido conciliar. Claro, 
alguien que no tenga nociones de derecho y lea este inciso lo encontrará lógico pues no es 
posible conciliar con alguien a quien no puedes ubicar, y no es justo decir que tú sí intestaste 
conciliar si la otra persona no ha sido debidamente notificada de ese intento conciliatorio, o 
lo que es lo mismo, desconoce totalmente tu intención de conciliar.  
Sin embargo, este inciso fue creado por un operador del derecho, y como operador del 
derecho debió saber que existen varios tipos de domicilio, pero al consignar meramente la 
palabra “domicilio”, se toma como enumerativa, cuando debió en todo caso recalcarse que 
tenía un carácter enunciativo que se podía extender a los otros tipos de domicilio tales como 
el real, el procesal, el legal, el matrimonial, u otros que pudieran existir.  
De este modo, en la Enciclopedia Jurídica Biz (2014) se plantea la siguiente definición: 
 33 
 
Para las personas naturales, el domicilio es su lugar de residencia habitual, 
como centro de ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones. 
Además del domicilio civil, pueden señalarse otros, como el 
domicilio procesal, a efectos de un pleito o procedimiento judicial, o 
el electivo, el determinado por las partes en los contratos. 
Domicilio es el lugar donde una persona mora, si bien este sentido carece de 
significación en derecho, ante la posibilidad de que se more en diversos 
sitios, lo que explica la carga histórica de referir el domicilio al lugar en que 
se reside establemente, por así quererse (animus perpetuo commorandi); 
criterio que pasará a la Glosa, destacándose la importancia del animus 
manendi. No obstante, esta nitidez del concepto fue perdiéndose por 
cuestiones doctrinales, que provocaron gran confusión en la noción jurídica 
del domicilio; oscuridad que pasó a los códigos, todos imprecisos en 
la determinación de aquel concepto, de manera tal que, entre hecho 
de residencia y voluntad, se ofrecen una serie de oscilaciones.  
Se sabe pues, que un concepto tan amplio da lugar a muchos supuestos, por ejemplo, que 
una persona pase mayor tiempo haciendo vida en la casa de sus padres, que una persona 
cambie de residencia, entre otras situaciones, por tanto, no es tan sencillo determinar cuál es 
el domicilio de una persona, y menos sencillo aún es que si el demandante le indica al jue 
mediante declaración jurada que desconoce el domicilio del demandado (invitado), pueda el 
juez saber si el demandante está mintiendo o no, pues sólo metiéndonos en el cerebro de la 
persona se podría demostrar si en tal caso miente o no lo hace.  
En resumidas cuentas, basta con que el demandante adjunte una declaración jurada simple 
aduciendo que desconoce el domicilio del demandado para con ello eludir la exigencia de la 
Conciliación Extrajudicial y. por consiguiente, traerse abajo la obligatoriedad de esta forma 
de solucionar los conflictos. 
     1.3.3 Legislación Comparada 
              En este punto, y como ya se había adelantado páginas atrás, quiere poner como 
ejemplo de lo correcto a Colombia pues lo que esta investigación plantea es que simplemente 
imitando la redacción de su cuerpo normativo en el punto específico materia del presente 
trabajo, es decir, en lo referente a la imposibilidad de conciliar si se desconoce el domicilio,  
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Recordamos entonces que lo que este trabajo propone es modificar el inciso a) del Artº 7-A 
de la Ley 26872, Ley de Conciliación Extrajudicial en el que se establece: “No procede la 
conciliación en los siguientes casos: a) Cuando se desconoce el domicilio de la parte 
invitada”.  
Mientras que Colombia en su ley 640 señala: 
El requisito de procedibilidad se entenderá cumplido cuando se efectúe la 
audiencia de conciliación sin que se logre el acuerdo o cuando vencido el 
término previsto, es decir, 3 meses contados a partir de la presentación de la 
solicitud, la audiencia no se hubiere celebrado por cualquier causa; en este 
último evento, se podrá acudir directamente a la jurisdicción con la sola 
presentación de la solicitud de conciliación. Con todo, podrá acudirse 
directamente a la jurisdicción cuando bajo la gravedad del juramento, que se 
entenderá prestado con la presentación de la demanda, se manifieste que se 
ignora el domicilio, el lugar de habitación y el lugar de trabajo del 
demandado, o que este se encuentra ausente y no se conoce su paradero. (Ley 
640, Art.35º, 2001) 
Como vemos, en Colombia no sólo dan la opción del domicilio, en Colombia, has de 
desconocer el domicilio, el lugar de habitación y el lugar de trabajo del demandado. 
Con respecto al lugar de habitación, la Enciclopedia Jurídica Biz (2014) explica: 
La habitación es el lugar donde la persona se encuentra accidental o 
momentáneamente, Ver Gr., Donde pasa una estadía de vacaciones. 
Comparada la habitación con la residencia, se advierte que ambas nociones 
son de orden vulgar, no técnico, diferenciándose por la nota de habitualidad y 
permanencia que corresponda a la última y de la que carece la primera. 
Al aumentar las opciones, volvemos más lejana la opción de mentir pues demostrar la 
mentira puede llegar a ser posible, por ejemplo, si el conflicto surgió por un contrato entre 
una persona natural y un trabajador independiente que se había comprometido a realizar 
determinada labor, no podrá la persona natural alegar que desconoce el lugar del trabajo del 
demandado. 
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Claro está que esta opción no es la panacea, pero sí podría suponer una manera de resguardar 
de algún modo a la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial. 
 
1.4 Formulación Interrogativa del Problema 
El problema fue formulado interrogativamente mediante la siguiente pregunta: 
¿La Modificación del inciso) a del Art 7-A de la Ley de Conciliación Extrajudicial puede 
prevenir la ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial? 
1.5 Justificación e importancia del problema 
Esta investigación fue conveniente, a efectos de verificar el actuar de los juzgados 
civiles de Piura ante la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial. 
La presente investigación tuvo como aporte, el de contribuir, solucionar y mejorar la 
problemática respecto a la ficción de la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial en 
nuestro país. 
La presente investigación fue conveniente para nuestros operadores del derecho, ya 
que, al analizarse la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial respecto a su 
normatividad, nuestros jueces podrán administrar justicia y los abogados invocarán los 
derechos que correspondan para asegurar un Estado en el que prime la justicia y la cultura 
de paz. 
1.6 Hipótesis 
La ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial puede prevenirse con la 
modificación de inciso) a del artículo 7-A de la Ley de Conciliación Extrajudicial. 
1.7 Objetivos 
     1.7.1 Objetivo General 
              El presente trabajo tiene como objetivo principal analizar el alcance de la Ficción 
de la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial en base a la aplicación del D.L. 1070 
para establecer si esta se puede prevenir mediante la modificación del inciso) a del artº 7-A 
de la Ley de Conciliación Extrajudicial. 
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     1.7.2 Objetivos Específicos 
              Para lograr cumplir el objetivo general citado anteriormente, se deben lograr llevar 
a cabo los siguientes objetivos específicos:  
a. Analizar la Normatividad aplicable a la Conciliación Extrajudicial para determinar 
hasta qué grado se da la ficción de la obligatoriedad de la conciliación extrajudicial. 
b. Describir de manera teórica lo que implica la obligatoriedad de la Conciliación 
Extrajudicial y establecer si es compatible con una aplicación práctica. 
c. Definir las variables del presente estudio y hacer un análisis estadístico descriptivo 
que nos permita comprobar si nuestra hipótesis es estadísticamente significativa. 
d. Proponer recomendaciones para dar solución al problema creado por la ficción de la 
obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial. 
 
II. MATERIAL Y MÉTODOS 
 
2.1 Tipo y Diseño de Investigación 
 
      La presente investigación es explicativa dado que el interés de la misma es el de 
diagnosticar la problemática existente y resolver los problemas fundamentales que incidan 
de manera directa en dicha problemática. 
 
     El enfoque de esta investigación será mayoritariamente cualitativo puesto que los datos 
son de tipo descriptivo y no ofrecen valores numéricos.  
 
     Así mismo, se puede decir que la investigación será no experimental, con un diseño 
correlacional/causal; el cual va a relacionar: 
 
M X Y  
 
M= Muestra 
X= Variable Dependiente 
Y= Variable Independiente 
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2.2 Población y Muestra 
     2.2.1 Población 
               La población que se ha tenido en cuenta ha sido, en primer lugar, los abogados del 
distrito judicial de la ciudad de Piura. Concretamente aquellos que se desenvuelvan en el 
ámbito de lo civil.  
A la fecha de la realización de este estudio, según la página web de ICAP (Ilustre Colegio 
de Abogados del Perú) existen: 
4484 Agremiados 
No obstante, dentro de esos agremiados se ha podido observar que se contabilizan a las 
personas que están fallecidas. Teniendo en cuenta que éste colegio tiene 87 años de vida, se 
estima que un 20% del total de agremiados puede haber fallecido o no ejercer la profesión 
por motivos de salud/edad. Nos quedan entonces: 
3587 Agremiados 
Dentro de esta cantidad, se entiende que no todos son abogados litigantes, pudiendo ser 
fiscales, jueces, personal administrativo entre otras cosas. Se estima entonces que en ese 
supuesto se puede encontrar un 30% de los agremiados. Por tanto, quedan:  
2511 Agremiados 
Así mismo, se tiene en cuenta que no todos los agremiados están colegiados y por ello no 
podrán ejercer como litigantes. Se estima que un 10% no contarán con la habilitación como 
abogados. Quedando de esta manera: 
2260 Agremiados 
Para concluir, se entiende que no todos contarán con la especialidad de civil, algunos serán 
abogados sin especialización y otros tendrán otras especializaciones tales como penal, 
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tributario, administrativo, entre otros. En este sentido se estima que un 15% pueden contar 
con la especialidad de civil. Por lo que nuestra población será de:  
Población: 339 Abogados con Especialidad en Civil  
La otra parte de la población la conforman los Jueces especializados en los Civil. Para ello 
se ha tenido en cuenta el informe hecho por Gutiérrez Camacho (2015) para Gaceta Jurídica 
en donde informa que en el Distrito Judicial de Piura existen 92 Jueces. Sabiendo que estos 
jueces pueden dedicarse ya sea a materia penal, laboral, civil entre otros, se estima que un 
33% se dedicará a lo civil. 
Población: 30 Jueces con Especialidad en Civil 
     2.2.2 Muestra 
              La muestra será establecida mediante el empleo de la siguiente fórmula:  
                           N * Z2 * p * q 
             n =  
                    e2 * (N-1) + Z2 * p * q 
Dónde:  
 N = Total de la Población 
 Z2 = 1.962 (Si la seguridad es del 95%) 
 p = Proporción esperada (en este caso 8% = 0.08) 
 q = 1- p (en este caso 1- 0.08 = 0.92) 
 E = 0.08 (Error máximo permisible) 
 
                   339 * 1.962 * 0.08 * 0.92 
         n =  
             0.082 * (339-1) + 1.962 * 0.08 * 0.92 
                       
                                95.85 
             n =  
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                                 2.45 
 
n = 39 abogados especializados en civil 
 
 
                   30 * 1.962 * 0.08 * 0.92 
         n =  
             0.082 * (30-1) + 1.962 * 0.08 * 0.92 
 
                                 8.48 
         n =  
                          0.46834176 
n = 18 Jueces Especializados en civil 
 
2.3 Variables, Operacionalización de Variables 
El presente estudio consta de dos variables, una dependiente y otra independiente. Se 
definió a la variable dependiente como “la ficción de la obligatoriedad en la conciliación 
extrajudicial”; a su vez se definió como variable independiente a “la modificación del 
artículo 7-A inc) a de la ley 26872”.  
 
Tabla 1 
Operacionalización de Variables 
 
Variable 
 
Definición de 
la Variable 
 
Dimensiones 
 
Indicadores 
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La ficción de la 
Obligatoriedad 
en la 
Conciliación 
Extrajudicial 
Esta variable 
se refiere a que 
en la realidad 
no se da la 
obligatoriedad 
de la 
Conciliación 
Extrajudicial 
 
No exigible 
 
 
 
 
 
No real 
 
 
 
Requisito de 
procedibilidad 
 
 
Inexistencia de 
acta 
La 
Modificación 
del Artº 7-A 
Inc) a, de la ley 
26872 
Consiste en 
ampliar el 
domicilio a 
más supuestos 
tales como el 
lugar de 
trabajo y  lugar 
de habitación 
 
Desconocimiento 
del domicilio 
 
 
 
 
 
 
 
 
Mala fe del 
abogado 
 
Declaración 
Jurada en demanda 
 
 
Asesoría 
tendenciosa 
 
 
 
 
 
2.4 Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad 
La técnica empleada para la recolección de datos ha sido la encuesta ya que de una 
manera simple y objetiva nos permite medir las variables y su relación.  
Las modalidades empleadas de encuesta han sido tanto la encuesta por teléfono como la 
encuesta personal, y es que este tipo de encuestas nos permiten hacer aclaraciones si fuera 
necesario o incluso complementar la técnica de la encuesta con la técnica de la entrevista 
para comprender los motivos que llevaron a la persona encuestada a responder de la forma 
en que lo hizo. 
En este caso, el instrumento utilizado para la recolección de datos fue el cuestionario. 
Se realizaron dos cuestionarios en función de la muestra, Recordemos que nuestra muestra 
estaba dividida en “Abogados especializados en Civil” y “Jueces especialistas en materia 
Civil”. Cada cuestionario constó de dos preguntas las cuales medían exactamente las mismas 
variables, no obstante, se planteó una pregunta similar que medía las mismas variables con 
el fin de asegurar la confiabilidad del instrumento. 
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Se puede decir que el instrumento logró validez en su contenido pues la medición 
representó a las variables tanto dependiente como independiente; es importante señalar que 
en los puntos anteriores ya se había definido el contenido de las variables en función a las 
bases teóricas. En otras palabras, se puede afirmar que el instrumento midió adecuadamente 
las principales dimensiones de las variables que se plantearon. 
Como se indicaba líneas arriba, con el fin de dotar al instrumento de confiabilidad, se 
duplicó la pregunta planteándola de un modo diferente para ver si los resultados en un mismo 
individuo coincidían o no. Afortunadamente el resultado fue positivo por lo que se puede 
aseverar que el instrumento goza de confiabilidad. 
2.5 Procedimientos de análisis de datos 
Los datos fueron procesados con el programa estadístico SPSS. 
Con fines del estudio, los datos obtenidos se separaron en variable dependiente (La 
ficción de la obligatoriedad de la conciliación extrajudicial) la cual pasó a denominarse 
“Falsa Obligatoriedad”; e independiente (La modificación del Art.7-A inc) a de la ley 26872) 
a quien se le denominó “Modificatoria”; y se agruparon en función de la muestra a analizar, 
es decir en Abogados con especialidad en civil y Jueces especialistas en Civil. 
Como ya se había determinado en puntos anteriores, las variables son cualitativas 
nominales. Como el instrumento empleado fue un cuestionario basado en una encuesta de 
preguntas cerradas, cada variable era dicotómica, es decir, se le otorgó dos categorías, el sí 
y el no, adquiriendo el “sí” el valor de “1”; y el “no” el valor de “2”. 
Por tratarse de variables cualitativas nominales, que se representan en una tabla de 2x2 
y siendo que la frecuencia esperada en más de una celda es menor a 5, no se puede emplear 
la prueba Ji- cuadrado de independencia. En este sentido, la prueba elegida ha sido la prueba 
de probabilidad exacta de Fisher, para determinar si existe o no dependencia entre las 
variables. 
2.6 Criterios Éticos 
Al momento del diseño de estudio y recolección de datos, se tuvo presente una serie de 
criterios éticos para asegurar la calidad del presente trabajo: 
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Consentimiento Informado: A todos los participantes de este trabajo se les explicó el 
propósito de la investigación, y todos estuvieron de acuerdo con que sus respuestas figuren 
para el logro de tales fines. 
Confidencialidad: Dada la naturaleza de la investigación, y para asegurar que las respuestas 
fueran lo más auténticas posible, a todos los participantes se les aseguró que se cumpliría 
con mantener su identidad bajo anonimato. 
Manejo de Riesgos: Este estudio no supone riesgo alguno para los sujetos del estudio, ni 
para la sociedad en general, mientras que puede suponer beneficio para la sociedad y los 
sujetos del estudio. 
2.7 Criterios de Rigor Científico 
Los siguientes criterios fueron tomados en cuenta al momento de realizar este estudio: 
Fiabilidad o Consistencia: Se pretendió asegurar que la respuesta de los encuestados no se 
vea sesgada por el tipo de investigación, y que las preguntas fueran claras y que, planteadas 
de una manera diferente se obtuviera la misma respuesta (replicabilidad). 
 Validez: La validez del presente trabajo se vio asegurada tanto por la investigación teórica 
previa, como la investigación práctica aplicada. Para esta última se utilizaron instrumentos 
que aseguraban objetividad tales como encuestas, y el procesamiento de datos fue el más 
fidedigno en base a los resultados obtenidos. 
Credibilidad: Se han intentado minimizar extremamente todo aquello que pudiera sesgar las 
respuestas de los encuestados dado que directamente de ellas se obtendrían los datos del 
estudio. De modo que las declaraciones de los encuestados, se presume, que se ajustan a la 
verdad pues no existe razón que influya sobre los sujetos de estudio para que hagan lo 
contrario. En este sentido se puede comprobar que lo obtenido en la presente investigación 
concuerda con lo que se refleja a rasgos generales en la realidad. 
Relevancia: Se obtuvo un mayor conocimiento de la problemática y se lograron los objetivos 
planteados, así mismo, se pudo elaborar una propuesta que sirva como método de prevención 
de la problemática. 
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III. RESULTADOS 
3.1 Resultados en Tablas y Figuras 
      Los resultados se han divido en dos basados en las dos muestras planteadas; la primera 
constituida por 39 abogados especializados en civil, y la segunda conformada por 19 jueces 
especialistas en civil. 
A la muestra de abogados se le realizaron dos preguntas: 
1.- ¿Evitarías la Conciliación Extrajudicial si pudieras? (Ficción de la Obligatoriedad) 
2.- Sabiendo que es legal ¿Dirías que desconoces el domicilio del demandado para ahorrarte 
el requisito de la Conciliación Extrajudicial? (Modificación de la ley 26872) 
 
 
 
 
Tabla 2 
Recuento de las variables en una Tabla de 2x2 
 
Modificación del Artículo 7-A 
Total Sí No 
Ficción de la Obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial 
Sí 31 2 33 
No 
0 6 6 
Total 31 8 39 
 
 
 
 
 
Tabla 3 
Cuadro Diagnóstico 
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VARIABLE SÍ NO TOTAL  
Ficc. Obligatoriedad 
de la C.E. 
33(85%) 6(15%) 39(100%) 
Modf. 7-A 31(79%) 8(21%) 39(100%) 
 
 
 
 
 
 
 
 
Proporción del Sí y No en la Variable Ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación 
Extrajudicial 
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Figura 1. Se encontró que un 85% de nuestra muestra respondió afirmativamente mientras 
que un 15% contestó de manera negativa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Proporción de la muestra que respondió Sí o No frente a la variable Modificación 
del inciso) a del artículo 7-A de la Ley 26872 
 
Figura 2. La proporción aquí hallada fue de 79% de la muestra respondiendo de manera 
afirmativa frente a 21% de la muestra respondiendo de manera negativa. 
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Tabla 4 
Resultados de la prueba de probabilidad exacta de Fisher que demuestran que se puede 
rechazar la hipótesis nula 
 Valor gl 
Sig. asintótica (2 
caras) 
Significación 
exacta (2 caras) 
Significación 
exacta (1 cara) 
Chi-cuadrado de Pearson 27,477a 1 ,000   
Corrección de continuidadb 22,018 1 ,000   
Razón de verosimilitud 24,490 1 ,000   
Prueba exacta de Fisher    ,000 ,000 
Asociación lineal por lineal 26,773 1 ,000   
N de casos válidos 39     
 
Así pues, se observó que en la prueba de probabilidad exacta de Fisher realizada en el 
programa estadístico SPSS, la p< 0.05, de modo que es estadísticamente significativo lo que 
determina que sí existe dependencia entre la Ficción de la Obligatoriedad en la Conciliación 
Extrajudicial y la Modificación del inc) a, del Artº 7-A de la Ley 26872 
 
      Con respecto a la muestra de Jueces, el procedimiento fue el mismo, no obstante, las 
preguntas planteadas variaron: 
1.- ¿Hay formas de evitar la Conciliación Extrajudicial como requisito para interponer una 
demanda? (Ficción de la Obligatoriedad) 
2.- ¿Desconocer el domicilio del demandante me exime de la Obligación de realizar la 
Conciliación Extrajudicial? (Modificatoria del inc) a, del artº 7-A de la Ley 26872) 
 
Tabla 5 
Recuento de variables en tabla 2x2 
 
Modificación del Artículo 7-A 
Total Sí No 
Ficción de la Obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial 
Sí 14 1 15 
No 1 3 4 
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Total 15 4 19 
 
Tabla 6 
Cuadro Diagnóstico 
VARIABLE SÍ NO TOTAL  
Ficc. Obligatoriedad 
de la C.E. 
15(79%) 4(21%) 19(100%) 
Modf. 7-A 15(79%) 4(21%) 9(100%) 
 
 
 
 
Proporción del Sí y No en la Variable Ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación 
Extrajudicial 
 
Figura 3. En este caso la proporción obtenida fue de un 79% de respuestas positivas frente 
a un 21% de respuestas de negación 
Proporción de la muestra que respondió Sí o No frente a la variable Modificación 
del inciso) a del artículo 7-A de la Ley 26872 
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Figura 4. La proporción aquí hallada fue de 79% de la muestra respondiendo de manera 
afirmativa frente a 21% de la muestra respondiendo de manera negativa. 
 
Tabla 7 
Resultados en función de la Prueba de Probabilidad Exacta de Fisher que demuestra que la 
p es estadísticamente significativa 
 Valor gl 
Sig. asintótica (2 
caras) 
Significación 
exacta (2 caras) 
Significación 
exacta (1 cara) 
Chi-cuadrado de Pearson 8,872a 1 ,003   
Corrección de continuidadb 5,237 1 ,022   
Razón de verosimilitud 7,710 1 ,005   
Prueba exacta de Fisher    ,016 ,016 
Asociación lineal por lineal 8,405 1 ,004   
N de casos válidos 19     
 
En base a los resultados se puede ver que en el caso de la muestra de jueces también se 
demuestra que las variables Ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial y 
la Modificación del inc) a del artículoº 7-A de la Ley 26872 tienen relación, por lo que si se 
modifica dicho artículo se puede prevenir la Ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación 
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Extrajudicial, y darle por fin un carácter real a la Obligatoriedad de la Conciliación 
Extrajudicial. 
 
3.2 Discusión de Resultados 
      Se ha podido establecer que existe dependencia entre la Ficción de la Obligatoriedad en 
la Conciliación Extrajudicial y una posible Modificación al inciso) a del artículoº 7-A de la 
Ley 26872, ello al observar el valor de p<0.05, lo que hace que se rechaza la hipótesis nula 
que señala que no existe relación entre estas dos variables.  
Ya se dijo pues, que la Ficción de la Obligatoriedad en la Conciliación Extrajudicial consiste 
en la ausencia, en la práctica, de la obligación de llevar a cabo una Conciliación 
Extrajudicial. Recordemos que esta característica de obligatoriedad se daba al consignar, en 
la ley, a la Conciliación Extrajudicial como requisito de admisibilidad para interponer 
determinadas demandas. En este sentido, se entiende que, si la Conciliación Extrajudicial no 
fuera un requisito de admisibilidad, entonces la obligatoriedad de ésta quedaría extinta. Así 
pues, se había analizado que el inciso) a del artículo 7-A de la Ley 26872, ley de Conciliación 
Extrajudicial, indica que NO se puede conciliar en caso de desconocer el domicilio del 
invitado; de este modo, bastaría aseverar que se desconoce el domicilio del demandado para 
que se nos aplique la prohibición de conciliar, y al aplicarse ésta, quedamos eximidos de 
tener que conciliar extrajudicialmente como requisito de admisibilidad para interponer 
nuestra demanda. Esto significa que la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial se 
puede volver una ficción a raíz de este artículo de la ley de Conciliación Extrajudicial.  
Sumado a todo esto hay que saber que, si bien es inmoral el hecho de aseverar que se 
desconoce el domicilio del demandado, ello con el único fin de eludir la Conciliación 
Extrajudicial, no hay forma de castigar desde el punto de vista penal (legal) a quien lleve a 
cabo esta mala práctica. Primero porque para demostrar que alguien conoce o desconoce el 
domicilio de determinada persona, tendríamos que meternos en su cerebro, pues como bien 
señala Natal (s.f.) “(…) se puede decir algo falso sin mentir, si se piensa que algo es como 
se dice, aunque, en realidad, no sea así.” Teniendo en cuenta que el concepto del domicilio 
en el derecho es muy complejo, cabe la posibilidad de que alguien conozca el domicilio de 
determinada persona, pero crea por error que según lo que entiende de la definición, ese no 
es el domicilio, y no podríamos decir que esa persona esté mintiendo, porque realmente ese 
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no sería el caso, por tanto, cabe preguntarse ¿Cómo diferenciamos este supuesto de los 
supuestos en los que verdaderamente existe mala fe? La respuesta, no lo hacemos.  
Y aquí viene lo segundo, no se investiga si la persona miente o no porque realmente no lo 
amerita y es que se decía desde un principio que esto en nuestro país no es más que un acto 
mal visto, pero no constituye delito, sin embargo, en otros países como España, este proceder 
sí configura delito, tal y como lo explica Prego (2011):  
“Estafa procesal. (…) la fraudulenta y eficazmente engañosa maniobra de 
aquellos demandantes que teniendo conocimiento del verdadero domicilio del 
demandado lo sustraen al conocimiento del órgano judicial indicando un 
domicilio falso o expresando mendazmente que lo ignoran, llevando así el 
error al juzgador mediante engaño idóneo para obtener una sentencia 
favorable a sus pretensiones.” 
La estafa procesal se encuentra recogida en el Código Penal Español como un subtipo de la 
estafa, pero, en resumidas cuentas, como un delito. Tal como nos indica Rojo (2015): 
“La Estafa Procesal viene recogida en el art. 250.1.7º del Código Penal. Se 
configura como un subtipo agravado del delito de estafa, lo que lleva 
aparejado unas penas superiores a las establecidas para el tipo básico de 
estafa.” 
En este caso, por la gravedad que conlleva el asunto, sí amerita que se empleen todos los 
medios para determinar si se dio o no se dio el delito. Cierto es que una declaración jurada 
falsa, según lo estipulado en el artículo 428º del Código Penal de Perú constituye el delito 
de falsedad ideológica, no obstante, un punto importante a tener en cuenta es que para que 
se configure este tipo penal, tiene que existir un perjuicio comprobable y no basta con que 
se dé un beneficio para aquel que perpetró el acto, así es que si el demandante dice 
desconocer el domicilio, y el demandado igualmente toma conocimiento de la demanda 
interpuesta en su contra, no se puede hablar de que exista un perjuicio en su contra, y por 
ende, aunque se comprobara que la declaración que el documento contenía era falsa, el tipo 
penal no se configura por no existir perjuicio alguno. 
Sabiendo que no podemos entonces, castigar la mentira, porque no podemos probarla, y 
teniendo en cuenta a su vez, que es la mentira lo que le quita la obligatoriedad a la 
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Conciliación Extrajudicial, lo que tenemos que plantearnos es cómo evitamos que la mentira 
se dé, o que la mentira cree la ficción de la obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial.  
Se ve pues, que la mentira se respalda en la amplitud del concepto de domicilio, al menos en 
el ámbito del derecho, por tanto, si se amplían las posibilidades del lugar de notificación, 
añadiendo por ejemplo el lugar de trabajo o el lugar de habitación, o incluso el domicilio que 
figura en el D.N.I. del invitado, se reducen las opciones de mentir y se aumentan las 
posibilidades de demostrar de manera objetiva la mentira.  
De una revisión del Código Civil de Perú, para ser más concretos, de su artículo 33º, se 
obtiene que: “El domicilio se constituye por la residencia habitual de la persona en un lugar.” 
En este sentido, se sabe que uno de los elementos para determinar la residencia habitual es 
el ánimo de la persona por permanecer en dicho lugar; de ahí que sea tan fácil mentir sobre 
el desconocimiento del domicilio.  
Pero aquí hay otro detalle que el legislador tampoco ha tenido en cuenta, y es que el término 
domicilio, tal y como está consignado, no puede aplicarse a la persona jurídica. Claro está 
que no podemos pensar en la residencia habitual de una empresa, siendo que las personas 
jurídicas tienen o domicilio fiscal, o domicilio social sin necesidad de que estos dos 
coincidan. No obstante, la demanda puede plantearse en contra de una persona jurídica al 
igual que una Conciliación Extrajudicial también puede llevarse a cabo con una persona 
jurídica. 
Por estas razones podemos aseverar que el inciso) a del artículo 7-A de la Ley 26872 necesita 
urgentemente ser modificado si queremos que la Conciliación Extrajudicial no se vea 
afectada negativamente, y si queremos a su vez fomentar la cultura de paz en nuestro país. 
3.3 Aporte Práctico 
      La propuesta que se plantea en el presente trabajo consiste en la Modificación del inciso) 
a del artículo 7-A de la Ley 26872, Ley de Conciliación Extrajudicial, que actualmente 
señala: “No procede la conciliación en los siguientes casos: a) Cuando se desconoce el 
domicilio de la parte invitada.” 
Esta prohibición, como se viene señalando, da pie a que el demandante mienta afirmando 
desconocer el domicilio, sólo para eludir la obligación de llevar a cabo la Conciliación 
Extrajudicial.  
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En base a la legislación vigente colombiana, concretamente en su ley 640 que establece: 
El requisito de procedibilidad se entenderá cumplido cuando se efectúe la 
audiencia de conciliación sin que se logre el acuerdo o cuando vencido el 
término previsto, es decir, 3 meses contados a partir de la presentación de la 
solicitud, la audiencia no se hubiere celebrado por cualquier causa; en este 
último evento, se podrá acudir directamente a la jurisdicción con la sola 
presentación de la solicitud de conciliación. Con todo, podrá acudirse 
directamente a la jurisdicción cuando bajo la gravedad del juramento, que se 
entenderá prestado con la presentación de la demanda, se manifieste que se 
ignora el domicilio, el lugar de habitación y el lugar de trabajo del 
demandado, o que este se encuentra ausente y no se conoce su paradero. (Ley 
640, Art.35º, 2001) 
Por ello, se propone añadir lugar de habitación y lugar de trabajo al igual que en Colombia. 
De cualquier modo, teniendo en cuenta que no sólo las personas naturales pueden ser 
invitadas a una conciliación o demandadas en un proceso civil, se cree necesario añadir 
también el domicilio social. 
En este sentido el nuevo contenido del inciso) a del artículoº 7-A de la Ley 26872, quedaría 
de la siguiente manera: 
“No procede la conciliación en los siguientes casos: a) Cuando se desconoce el domicilio, 
lugar de habitación, lugar de trabajo, o domicilio social de la parte invitada.” 
Quedando de este modo, un contenido mucho más amplio, pero que a su vez no se presta a 
ambigüedades que pudieran amparar la mala fe de algún abogado. 
IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
4.1 Conclusiones 
Se ha determinado que la Ficción de la Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial 
existe, pero que afortunadamente puede prevenirse en base a la modificación del inciso) a 
del artº 7-A de la Ley de Conciliación Extrajudicial. 
     Analizando la Normatividad aplicable a la Conciliación Extrajudicial se ha determinado 
que, la ficción de la obligatoriedad de la conciliación extrajudicial se da por limitar los 
lugares de notificación del invitado a únicamente su domicilio. 
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La Obligatoriedad de la Conciliación Extrajudicial se da gracias a que ésta es recogida 
como requisito de admisibilidad, es por ello que el hecho de que exista una forma de eximir 
tal requisito, hace que la obligatoriedad se vuelva una ficción. 
Se puede asegurar que existe una relación entre la ficción de la obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial y una Modificación en el inciso) a del artículo 7-A de la Ley 
26872 
4.2 Recomendaciones 
Al haber determinado la importancia de la Conciliación Extrajudicial, no sólo como 
herramienta principal para fomentar la cultura de paz, sino como ayuda esencial para la 
reducción de carga procesal en el poder judicial, y por ende como aseguradora del acceso a 
la justicia para los ciudadanos, es necesario defender la característica de obligatoriedad de 
la Conciliación Extrajudicial. Para ello se recomienda que se modifique el inciso) a del 
artículoº 7-A de la Ley 26872, ley de Conciliación Extrajudicial, que limita el lugar al que 
se puede notificar al invitado, siendo éste meramente el domicilio, siendo que, como en 
Colombia, se podría ampliar al lugar de trabajo y lugar de habitación; por otro lado 
recordamos que también pueden conciliar las personas jurídicas, por ello parece necesario 
que la ley, al ser enumerativa taxativa, y no enunciativa, debe señalar también como una de 
las posibilidades el domicilio social. 
Es importante que el Estado eduque a los ciudadanos en la cultura de paz, y para ello 
les informe sobre otras formas de resolver sus controversias, más allá del poder judicial, tal 
y como es la Conciliación Extrajudicial. Por esto es muy importante, que cuando hablemos 
a los ciudadanos al respecto, sepamos informarles acerca de las muchas ventajas que ofrece 
frente al poder judicial, tal como celeridad, economía y un resultado más acorde a los 
intereses de las partes, y por ende más satisfactorio. 
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